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DISCURSO PRONUNCIADO POR EL PRESIDENTE DE 
LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA, LIC. H. HERRERA 
BILLINI, EL 9 DE ENERO DE 1953, DIA DEL PODER

JUDICIAL, AL REANUDARSE LAS LABORES
JUDICIALES.

Honorables Magistrados;
Señores abogados;
Señores:

La fecha del 9 de enero, Día del Poder Judicial, tiene, 
en el rango de los acontecimientos nacionales, una espe­
cial significación. Hoy se cumplen veinte años de las his­
tóricas declaraciones hechas por el Generalísimo Trujillo 
en la ciudad de Santiago de los Caballeros, en las cuales 
puso de relieve la idea fundamental de la independencia 
de nuestros tribunales, exaltó el concepto de la justicia y 
reafirmó su deseo de que los jueces actuaran sin mancillar 
la dignidad de su noble investidura.

Como he venido haciéndolo en años anteriores, comen­
taré las sentencias más importantes del año pasado, por­
que entiendo que el valor pragmático de este comentario 
es indiscutible. Por haber vivido el proceso de su elabora­
ción, estoy calificado para referirme a cuestiones jurídicas 
muy interesantes que dominaron el pensamiento de los 
jueces al adoptar una solución; pero que, por su carácter 
puramente doctrinal se quedaron en el ambiente de la de­
liberación.
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La evolución de la teoría de la responsabilidad bajo la 
influencia combinada de la doctrina y la jurisprudencia, 
constituye, según H. Capitant, uno de los fenómenos más 
instructivos del Derecho moderno, pues muestra cómo unos 
textos elaborados en los comienzos del siglo XIX, pueden 
aún por el simple procedimiento de la interpretación, sa­
tisfacer las necesidades de un medio social muy diferente 
de aquél para el cual fueron redactados.

A pesar de la Ley sobre Accidentes de Trabajo pro­
mulgada en 1932, que sometió dichos accidentes a un esta­
tuto particular, sustrayéndolos del dominio de la respon­
sabilidad consagrada por el Código civil, los procesos de 
responsabilidad han aumentado. Basta consultar el Re­
pertorio Alfabético de la Jurisprudencia Dominicana, del 
licenciado Manuel Ubaldo Gómez hijo, para comprobar que 
el número de decisiones en el período de veintidós años, 
comprendido entre el 1908 y el 1930, es en suma poco im- 

. portante, y que los fallos más característicos en materia de 
responsabilidad civil fueron pronunciados a partir del año 
1931.

Pero actualmente el aumento siempre creciente de los 
litigios es considerable. Los tribunales estatuyen casi dia­
riamente sobre procesos de responsabilidad y esta misma 
jurisdicción ha conocido durante el año recién transcurrido 
de un número tal de recursos que representan un porcen­
taje muy apreciable del total de la labor rendida en todas 
las demás materias.

Este aumento tiene su explicación y se debe a diver­
sas causas. Los casos de responsabilidad se han centupli­
cado con el maquinismo moderno y los medios de transpor­
te, con el desarrollo de la industria y el progreso económi­
co y social que nuestro país ha alcanzado en esta Era, gra­
cias a la vigorosa e incansable actividad del Generalísimo 
Trujillo, quien, según las justicieras expresiones del Hon. 
Fred Vinson, presidente de la Supresa Corte de los Estados 
Unidos, “ es uno de los pocos hombres que tienen el privi­
legio en el mundo de haber encendido la antorcha de la 
civilización, lo mismo que hizo Washington en los Estados



Unidos, para procurar el bien, el progreso y la prosperidad 
de su pueblo” .

Además, el dominio de la responsabilidad no está cir­
cunscrito a los accidentes, puesto que la actividad de cada 
uno de nosotros puede causarle un perjuicio a otro; y ya 
nadie se inclina ante el azar; se busca siempre el responsa­
ble que debe indemnizar, y así han nacido procesos que 
hace algunos años nadie se hubiera atrevido a iniciar.

*
* *

Después de este breve exordio voy a referirme a las 
decisiones más características que hemos pronunciado en 
esta importante materia durante el año 1952, poniendo de 
relieve los principios científicos y las ideas jurídicas cuya 
autoridad ha dominado el pensamiento de los jueces en la 
solución de los casos sometidos a su consideración.

La teoría del abuso de los derechos desde hace tiempo 
viene inspirando un gran número de decisiones judiciales. 
La Suprema Corte ha tenido nuevamente la oportunidad 
de proclamar, que no basta ser titular de un derecho para 
pretender por ello la impunidad y la irresponsabilidad; 
que los derechos subjetivos no son armas que nos han sido 
concedidas por los poderes públicos para realizar la injus­
ticia, y que estos derechos no pueden ser ejercidos impu­
nemente como mejor convenga al individuo, sin que su res­
ponsabilidad pueda quedar comprometida en razón de los 
daños causados a otro; para concluir en el sentido de que 
aquél que ejerce irreprochablemente su derecho, persi­
guiendo la satisfacción de un interés serio y legítimo, no 
puede incurrir en ninguna responsabilidad.

Ciertas sentencias que han sido deferidas a la Supre­
ma Corte han aplicado los artículos 1382 y siguientes del 
Código civil, aunque el daño haya sido el resultado de la 
inejecución de una obligación contractual esencial. Esto 
no significa que los tribunales entendieran que estaban 
fuera del dominio de dicha responsabilidad; ellos han apli­
cado esos textos sencillamente porque la solución sería la



misma si hubiesen recurrido a los principios contractuales. 
De ahí que esta jurisdicción decidiera, en una especie so­
metida a su consideración, que es indiferente que se cite el 
artículo 1382 si nada indica que los principios específicos 
de la responsabilidad delictuosa han sido aplicados. Por 
consiguiente, los jueces no tienen necesidad de precisar la 
naturaleza de la responsabilidad, cuando esta calificación 
sólo tiene un interés puramente teórico.

Con respecto a la responsabilidad del hecho de otro, 
y especialmente en cuanto concierne al hecho del emplea­
do, se ha decidido que para que existan las relaciones de 
empleado a comitente no es indispensable que aquél haya 
sido escogido por éste; que es necesario y con ello basta 
que el comitente tenga el poder de darle órdenes o ins­
trucciones al empleado sobre el modo en que debe cumplir 
sus funciones. Se trata de una situación jurídica muy com­
prensiva que resulta de toda convención por la cual una 
persona confía a otra el ejercicio de una tarea cualquiera, 
que debe realizarse bajo la supervigilancia, dirección y ' 
autoridad del comitente a quien le está subordinado el em­
pleado.

El comitente es responsable de su empleado aunque 
éste haya abusado de sus funciones. Pero esta presunción 
se aplica solamente si la víctima ha considerado que el 
empleado actuaba bajo la dependencia del comitente y no 
por su propia cuenta. En tal virtud la Suprema Corte ha 
admitido de un modo general que basta que la competencia 
del empleado sea aparente para que entrañe la responsabi­
lidad del comitente, aplicando de este modo la teoría de 
la apariencia en el dominio de la responsabilidad civil. Pe­
ro, se ha decidido, reiteradas veces, que de acuerdo con las 
reglas de la prueba, le corresponde a la víctima establecer 
el hecho de que creía que el empleado actuaba por cuenta 
del comitente.

En lo concerniente a la responsabilidad del hecho de 
las cosas, merece especial comentario una sentencia pro­
nunciada el 9 de julio, que condena la teoría de “ la equi­
valencia de las condiciones” , en favor de la cual se había



pronunciado ya esta jurisdicción, y adopta: la tesis de la 
“ causalidad adecuada”.

Esta orientación de la jurisprudencia está justificada, 
puesto que cuando se está frente a una presunción de res­
ponsabilidad la prudencia aconseja que se precisen las con­
diciones que debe cumplir la actividad del demandado pa­
ra ser retenida como causa del daño.

No hay duda que la teoría de “ la equivalencia de las 
condiciones” tiene la ventaja de su gran simplicidad, ya que 
para retener un acontecimiento como causa de un daño, 
basta comprobar que sin este acontecimiento, el perjuicio 
no se habría producido. Para una parte de la doctrina 
“ todos los acontecimientos que han concurrido en la reali­
zación de un perjuicio son todos las causas de este perjui­
cio; todos, desde el punto de vista de la responsabilidad, 
son equivalentes; no hay que hacer distinción entre ellos; 
no se debe retener los unos como causas y no los otros;

Pero frente a esta tesis tenemos la de la “ causalidad 
adecuada” , que proclama que “un acontecimiento no debe 
ser considerado como la causa de un daño, por el sólo he­
cho de que se compruebe que, sin este acontecimiento, el 
perjuicio no se habría realizado” , porque no todos los acon­
tecimientos que concurren en la realización de un daño 
constituyen su causa desde el punto de vista de la respon­
sabilidad, sino aquellos que, por desempeñar un papel deci­
sivo, verdaderamente creador, debían necesariamente pro­
ducirlo, siendo preciso que “ la relación entre el aconteci­
miento y el daño que resulte de él sea “ adecuada” y no 
simplemente “fortuita” .

Sin darle un valor excesivo a esta discriminación, no 
hay duda que la precisión de los términos del problema y 
la orientación actual de la jurisprudencia, son susceptibles 
de prestarle un gran servicio a los jueces, trazándole una 
directiva en el examen y la ponderación de los hechos, sin 
que con ello se pretenda ligarlos a un criterio demasiado 
estricto. Ellos apreciarán con entera libertad, según las 
circunstancias específicas de cada caso, si el acontecimien­
to ha desempeñado un papel preponderante en la realiza-
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ción del perjuicio, para ser retenido como causa determi­
nante del daño.

Finalmente, la Suprema Corte ha decidido que el prin­
cipio según el cual las decisiones de la justicia represiva 
tienen la autoridad de la cosa juzgada y se imponen al juez 
apoderado de un proceso civil, se aplica exclusivamente 
a las disposiciones de la sentencia que son necesarias e 
indispensables para la solución del proceso penal; y que las 
demás disposiciones contenidas en el fallo relativo a la 
acción pública son superfluas o inútiles, y como tales care­
cen de autoridad en lo civil; para concluir en el sentido 
de que las disposiciones de una sentencia penal, relativas 
a la falta de la víctima o de un tercero, no tienen una au­
toridad absoluta en lo civil, porque no constituyen el ele­
mento determinante y necesario que ha condicionado la 
solución del proceso penal.

* ❖

El Código Trujillo de Trabajo, esa obra de equilibrio 
social propiciada por el Benefactor de la Patria, Generalí­
simo Trujillo, que ha tenido muy en cuenta los valores hu­
manos y a la cúal la historia imparcial le asignará, sin 
duda, un lugar destacado entre las leyes dominicanas más 
representativas de la presente centuria, define en su ar­
tículo primero el contrato de trabajo, expresando que es 
“la convención por la cual una persona se obliga, mediante 
una retribución, a prestar un servicio personal a otra, bajo 
la dependencia permanente y la dirección inmediata o de­
legada de ésta” .

La definición misma de este contrato revela cuál es 
su importancia práctica, puesto que tiende a realizar el 
ordenamiento del trabajo humano, que se ejerce bajo la 
protección y asistencia del Estado, y a asegurar la coope­
ración equitativa y armoniosa del capital y el trabajo.

El contrato de trabajo es el más reglamentado de nues­
tro derecho positivo y en donde el intervencionismo de los 
poderes públicos se ha hecho sentir más efectivamente, con
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el laudable propósito de velar, tal como se proclama en el 
primero de los principios fundamentales, del Código, “por­
que las normas del derecho de trabajo, se sujeten a sus fi­
nes esenciales, que son el bienestar humano y la justicia 
social” .

Ha sido juzgado, en esta materia, que para que haya 
contrato de trabajo, es necesaria la subordinación jurídica 
del trabajador al patrono, la cual se caracteriza cuando 
éste tiene la facultad de dirigir la actividad personal de; 
aquél, dictando normas, instrucciones y órdenes para todo, 
lo concerniente a la ejecución de su trabajo.

También ha sido juzgado que la indemnización a que: 
se refiere el artículo 37, inciso c), modificado, de la Ley 
sobre Contratos de Trabajo, equivalente al párrafo 3o. del. 
artículo 84 del Código Trujillo de Trabajo, no es privativa, 
de los contratos por tiempo indefinido, porque la ley nou 
distingue, y porque, además, los mismos motivos que jus­
tifican lar indemnización cuando se trata de un contrato 
por tiempo indefinido, justifican también el pago de la 
misma si el contrato es para una obra determinada.

En lo concerniente a la esfera de aplicación en el tiem­
po de la Ley No. 1963, de 1949, que modificó el artículo 37 
de la Ley sobre Contratos de Trabajo, reduciendo el monto 
de la indemnización a que tiene derecho el trabajador des  ̂
pedido injustamente, a una suma que no puede exceder de: 
los salarios correspondientes a tres meses, se ha resuelto, 
que dicha ley se aplica inmediatamente aún a las demandas, 
interpuestas antes de su promulgación, porque el principio, 
según el cual los efectos de un contrato son regidos por Ik 
ley que estaba en vigor en el momento de su formación, 
no tiene aplicación cuando una nueva ley regula de una 
mianera distinta, en un interés social, los efectos del corn­
il ato de trabajo. En la especie decidida se le reconoció al 
trabajador el derecho a los salarios caídos hasta la fecha 
en que entró en vigor la ley nueva. De ese modo se res­
petaron los derechos adquiridos por el trabajador bajo la 
égida de la ley precedente; pero desde ese momento, deja­
ron de computarse los salarios caídos, porque no podían.
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'exceder de tres meses conforme a la legislación vigente. 
Frente a las exigencias del interés general, los intereses par­
ticulares deben ceder. En contra del orden público no puede 

- haber derechos adquiridos.
Finalmente se ha fallado, al amparo del artículo 36, in­

ciso hf, de la Ley sobre Contratos de Trabajo, que los jue­
ces deben precisar en hecho en qué consisten las órdenes 
del patrono que fueron desobedecidas por el trabajador. 
Sólo así podría esta jurisdicción verificar si el despido está 
legalmente justificado, pues, conforme lo exige la ley, las 
■órdenes desobedecidas, deben ser inherentes al trabajo con­
tratado.

En materia civil se ha juzgado, por aplicación de la 
regla general contenida en el artículo 1125 del Código civil, 
que la nulidad resultante de la falta de capacidad es rela­
tiva y sólo puede ser propuesta por el incapaz o sus here­
deros; pero que la parte demandada por un menor que no 
se encuentra regularmente habilitado, no está obligada a 
responder la demanda, y puede presentar una excepción 
dilatoria tendiente a que se aplace la litis para regularizar 
el procedimiento, a fin de poner en causa al representante 
legal del menor.

Se ha decidido, sobre el fundamento de que los bienes 
de un deudor constituyen la prenda común de sus acreedo­
res, que el tercero embargado, en cuyas manos han tenido 
lugar, sucesivamente, varios embargos retentivos, no puede 
liberarse válidamente frente a todos los embargantes, sino 
en virtud d'e una sentencia que estatuya sobre los derechos 
<de todos ellos.

Además, se ha resuelto que las disposiciones del ar­
tículo 173 del Código de Procedimiento Civil no se aplican 
a las demandas incidentales en nulidad de embargo inmo­
biliario, las cuales están regidas exclusivamente por laa 
normas especiales contenidas en los artículos 718 y siguien­
tes del referido Código.



%

En otra especie, se decidió que, no obstante el desisti­
miento del apelante, la parte intimada puede apelar inci­
dentalmente en todo estado de causa, si ella no ha acepta­
do el desistimiento ofrecido por aquél.

Se ha estatuido en otro orden de ideas, que si la sen­
tencia impugnada en casación ha sido pronunciada* en de­
fecto, la incompetencia relativa del tribunal apoderado pue­
de ser invocada por primera vez en casación, siempre que 
no esté mezclada con los hechos y que las circunstancias 
que la justifiquen estén consignadas en el fallo atacado.

También se ha fallado que el recurso de casación no 
puede ser interpuesto contra la misma sentencia que ha 
sido previamente impugnada en revisión civil por falta de 
comunicación al ministerio público, sino después de ha­
berse decidido, por sentencia irrevocable, este último re­
curso, puesto que, mediante el ejercicio de esta vía extra­
ordinaria, el fallo puede ser retractado y subsanadas, en 
lo rescisorio, las violaciones de la ley que puedan afec­
tarlo.

Con motivo de un recurso tuvo la Suprema Corte la 
oportunidad de pronunciarse sobre el carácter de la conde­
nación en costas en materia civil, estatuyendo que la parte 
que intenta una demanda improcedente o que se niega a 
reconocer una demanda que resulta bien fundada en de­
recho, se expone, por razones de equidad, a restituir a su 
adversario los gastos en que éste hubiese incurrido en la 
medida señalada por la ley; pero que al no ser de orden 
público en materia civil la condenación en costas, ya que 
su objeto es regular intereses puramente privados, es im­
procedente pronunciarla de oficio, cuando la parte ganan­
ciosa no la haya pedido.

En otra especie ha sido juzgado que las sentencias en 
defecto pronunciadas en última instancia, no pueden ser 
impugnadas en casación, mientras tanto esté abierto el pla­
zo de la oposición, ni aún por las partes respecto de quie­
nes la sentencia es contradictoria, para evitar que sea defe­
rida a la Suprema Corte una decisión que podría ser even­
tualmente retractada en un sentido contrario al criterio de 
esta jurisdicción; pero que, la imposibilidad de intentar el
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recurso de casación no puede extenderse a dichas partes, 
cuando la persona que hizo defecto obtuvo ganancia de 
causa, pues es obvio que la parte gananciosa no puede im­
pugnar, pór falta de derecho o de interés, una sentencia que 
no le ha causado ningún agravio.

En otro aspecto de esta misma decisión se ha sentado 
una importante jurisprudencia relativamente a la prueba 
de la calidad de heredero, y, al efecto, se ha proclamado 
que los artículos 319 y 320 del Código civil sólo se aplican 
a las contestaciones relativas a cuestiones de estado; que 
así, cuando la cuestión de filiación no constituye el objeto 
de un debate directo, la prueba del parentesco es libre y no 
está sujeta a ninguna restricción, pudiendo, por tanto, ad­
ministrarse, al tenor del artículo 46 del Código civil, por 
todos los documentos públicos o privados, y también por 
testimonios, puesto que, si el parentesco que se invoca es 
lejano ,sería a menudo imposible establecer una genealo- 

. gía por la producción regular y no interrumpida de todas 
las actas del estado civil.

Con motivo del mismo recurso se decidió que para sa­
tisfacer las exigencias del artículq 976 del Código civil, 
basta que el testamento místico haya sido colocado en un 
sobre cerrado en una forma tal que no se pueda sustraer 
el testamento sin romper la envoltura; y que, por tanto, 
para pronunciar la nulidad del testamento sobre este fun­
damento los jueces no deben limitarse a afirmar que “el 
sobre que lo contenía no fué sellado, ni lacreado” , sino que 
deben apreciar en hecho si las precauciones tomadas fue­
ron suficientes para impedir la sustitución del escrito.

Finalmente, se ha juzgado que de conformidad con el 
principio consagrado por los artículos 17 de la Ley de Or­
ganización Judicial y 87 del Código de procedimiento civil, 
todo asunto contencioso debe ser conocido en audiencia pú­
blica, a menos que la ley disponga expresamente lo con­
trario; y que si es incontestable que el artículo 4 de la Ley 
de Divorcio establece una excepción al principio de la pu­
blicidad de la audiencia, su dominio de aplicación está li­
mitado, según se advierte por los propios términos de dicho 
texto legal, a la audiencia de primera instancia.
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Diversas sentencias del Tribunal Superior de Tierras 
han sido impugnadas en casación.

En esta materia se ha sentado jurisprudencia en el sen­
tido de que el plazo de un año estipulado por el artículo 137 
de la Ley de Registro de Tierras, para intentar la revisión 
por causa de fraude, no es un plazo franco, porque no tiene 
por punto de partida una notificación a persona o a domi­
cilio, y además, porque la disposición general del artículo 
1033 del Código de procedimiento civil no se aplica a los 
plazos prescritos a pena de caducidad, a menos que exista 
una disposición expresa de la ley en sentido contrario. En 
la misma especie se decidió que el recurso de revisión por 
fraude debe reputarse interpuesto el día en que se le da 
copia de la instancia al intimado, precisamente, porque el 
Tribunal Superior de Tierras no puede aceptar la instancia, 
y no queda, por tanto, apoderado, al tenor del artículo 139 
de la mencionada ley, si no se le demuestra que el intimado 
ha sido puesto en conocimiento de la acción que contra él 
se ha ejercido.

También se ha decidido que si es cierto que los artícu­
los 254 y 255 de la Ley de Registro de Tierras disponen 
que las sentencias pronunciadas por los juzgados de paz, 
en los casos de acciones posesorias relativas a terrenos en 
saneamiento catastral, son apelables ante el Tribunal Su­
perior de Tierras, no es menos cierto que esa disposición 
excepcional de la ley, deja de aplicarse y el derecho común 
recobra su imperio, tan pronto como se pronuncia la sen­
tencia final del saneamiento; y que, por consiguiente, a par­
tir de ese momento, las sentencias dictadas en primera 
instanoia por los juzgados de paz con motivo de un inter­
dicto posesorio, son apelables ante el Juzgado de Primera 
Instancia correspondiente.

En otra especie se ha juzgado que el procedimiento 
relativo a la depuración de títulos, tiene su fisonomía ju­
rídica propia y es, por tanto, independiente de la partición; 
y que no obstante el efecto decisivo que tiene la sentencia 
de depuración sobre el procedimiento subsiguie:
partición, es inadmisible que mediante un recursí
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ción interpuesto contra la sentencia que haya intervenido 
en este último procedimiento, se pueda impugnar un fallo 
sobre la depuración que ha adquirido la autoridad de la 
cosa irrevocablemente juzgada.

Se decidió en otro caso que son “ terrenos registrados” 
aquellos que han sido objeto de una sentencia final d'e sa­
neamiento, aún cuando la operación material del registro 
no se hubiese efectuado.

Confirmando lo fallado en años anteriores e interpre­
tando el artículo 2242 del Código civil, relativo a la inte­
rrupción, de la prescripción se ha ratificado el criterio de 
que en el procedimiento especial establecido por la Ley de 
Registro de Tierras, la prescripción queda interrumpida el 
día fijado en el auto de emplazamiento para conocer del sa­
neamiento, si la reclamación se forma ese día, o la fecha de 
la presentación de la misma en la audiencia fijada por el 
Tribunal, si la reclamación se ha hecho posteriormente; 
porque es en esa fecha cuando dicha reclamación es cono­
cida o debe reputarse conocida por el adversario.

* *

Los fallos más numerosos han recaído en materia re­
presiva, siendo los más característicos los relativos a la 
aplicación de las reglas d'e procedimiento.

Se ha interpretado el artículo 203 del Código de pro­
cedimiento criminal, en el sentido de que la declaración 
del recurso de apelación no tiene que ser hecha necesaria­
mente en el local de la secretaría del tribunal que pronun­
ció la sentencia; que basta que el acta que compruebe el 
recurso haya sido redactada por el secretario dentro del 
plazo legal.

Con motivo de una¡ sentencia emanada del Tribunal 
Superior de Tierras, en materia represiva, se sentó juris­
prudencia admitiendo que si bien el artículo 253 de la Ley 
de Registro de Tierras, dispone que el plazo de la apelación 
tiene por punto de partida el día del pronunciamiento de 
la sentencia, dicho plazo no comienza a correr sino a partir
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de la notificación de la misma, cuando la parte interesada 
no se encontraba presente en el momento en que el fallo 
fué dictado. Esta solución consagra la interpretación que 
en igual sentido se ha hecho, por razones de equidad y de 
justicia, del artículo 203 del Código de procedimiento cri­
minal, concebido en el mismo orden de ideas. Además, se 
resolvió que al no establecer la Ley de Registro de Tierras 
ninguna forma especial para la notificación de las senten­
cias en materia penal, ésta debe hacerse en la forma pres­
crita por la primera parte del artículo 119 de la indicada 
ley, o sea por carta certificada enviada por el secretario 
a los interesados, que contenga una copia del dispositivo de 
la sentencia; y que, en todo caso, el plazo de la apelación 
corre desde el momento mismo en que el interesado haya 
tenido, por otro medio idóneo, conocimiento de las disposi­
ciones del fallo.

Ha sido juzgado, al tenor del artículo 192 del Código 
de procedimiento criminal, que si el hecho constituye una 
contravención y el ministerio público, la parte civil o el 
prevenido no piden la declinatoria, el fallo pronunciado es 
en última instancia y no es susceptible de apelación, aun­
que dicha contravención sea conexa a un delito.

En otro orden de ideas se ha fallado que cuando se 
trata de infracciones continuas sucesivas, la prescripción 
de la acción pública no puede comenzar a correr sino desde 
el momento en que el estado permanente de criminalidad 
haya cesado, porque es, precisamente entonces, cuando el 
delito ha terminado de perpetrarse.

Se ha decidido en otro caso, que con motivo de un 
recurso de casación interpuesto por el prevenido, la parte 
civil constituida ante los jueces del fondo no puede repu­
tarse parte en la instancia en casación, y ser condenada en 
costas, a menos que haya intervenido en dicha instancia 
o que haya sido puesta en causa. Esta decisión se justifica 
por los propios términos del artículo 66 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación, que dispone que “en materia 
penal puede intervenirla parte civil cuando tuviere inte­
rés y hubiere figurado en la sentencia objeto del recurso” .



Con ello se le está negando calidad de parte en casación, 
pues es obvio que el derecho de intervenir en una contesta­
ción judicial, no puede consagrarse en provecho de las par­
tes, sino en beneficio de las personas extrañas a una ins­
tancia.

Confirmando nuestra jurisprudencia anterior, se ha 
fallado que las reglas contenidas en los artículos 61 y si­
guientes de la Ley sobre Procedimiento de Casación son 
propias de la materia civil, y que, por tanto, la parte civil 
puede intervenir en el recurso de casación interpuesto por 
la persona civilmente responsable, para sostener la senten­
cia que le dió ganancia de causa, sin necesidad de observar 
estrictamente el cumplimiento de formalidades legales ex­
trañas a la materia penal, puesto que lo contrario implica­
ría una grave restricción a su derecho de defensa.

Además, se ha fallado que la acción civil pertenece a 
todo aquel que ha sido lesionado personalmente por una 
infracción; que para ello no es necesario que la persona le­
sionada sea directamente la víctima; y que, por consiguien­
te, los padres pueden sufrir un daño personal como conse­
cuencia de una imputación difamatoria dirigida contra sus 
hijos, cuando la estima y consideración que por su conduc­
ta son aquellos merecedores, es, conjuntamente con la con­
ducta irreprochable de sus hijos, un patrimonio moral de 
la familia.

También se ha decidido que las únicas sentencias de 
descargo, intervenidas en las causas por violación de la 
Ley 2402, que sanciona la obligación que incumbe a los 
padres de procurarle sustento y albergue a sus hijos meno­
res de 18 años, que tienen autoridad de cosa juzgada y que 
impiden oponer, en caso de una segunda persecución, el 
“non bis in ídem” , son las que han pronunciado el descargo 
sobre el fundamento de no haberse probado el vínculo de 
la paternidad. Con motivo de la aplicación de esta misma 
ley se ha juzgado que no obstante haber admitido la Su­
prema Corte que la presunción de paternidad consagrada 
en el artículo 312 del Código civil, deja de tener aplicación 
cuando se compruebe, en hecho, que la separación de los



cónyuges, por una larga y continua duración, aparenta ser 
definitiva, y que la esposa haya mantenido vida en público 
concubinato con otro hombre, tal situación excepcional no 
puede ser invocada por el prevenido, cuando éste sea el pa­
dre legtimo del menor.

En otra especie se decidió que cuando un delito sólo 
se sanciona con prisión correccional y los jueces, por el 
efecto de las circunstancias atenuantes, sustituyen esta 
pena con la de multa, ésta no puede exceder de cinco pe­
sos, que es el mínimo de la multa correccional, porque, no 
habiendo la ley fijado su máximo, toda multa que exceda 
del referido límite, resultaría una pena arbitraria.

No puedo dar por terminado este examen sistemático 
de nuestra jurisprudencia más reciente, sin exponer algu­
nas ideas con ocasión de las últimas decisiones que han cir­
cunscrito, en sus justos límites, el dominio de aplicación 
de la jurisprudencia sentada por la sentencia del 16 de ju­
nio de 1947, sobre los efectos de la unidad de jurisdicción.

El origen común de la acción pública y la acción civil 
ocasiona una seria complicación en el funcionamiento de 
ambas acciones, lo que ha dado lugar a numerosas dificul­
tades, que se han visto agravadas entre nosotros por los 
problemas que se han creado al amparo de aquella senten­
cia, consagradora de una nueva jurisprudencia.

A pesar de todo, esa decisión no ha sido aniquilada, 
pues un cambio brusco de la jurisprudencia arruinaría las 
esperanzas de quienes hayan iniciado un litigio siguiendo 
las pautas que dicha decisión ha trazado.

Pero empeñados en evitar las complicaciones innece­
sarias de procedimiento a que da lugar el ejercicio de la 
acción civil, al mismo tiempo y ante los mismos jueces de 
la acción pública, se ha decidido, consecuentemente, que 
los tribunales apoderados de un hecho calificado infracción 
penal son competentes, aún en caso de descargo del preve­
nido, para estatuir sobre la acción civil ejercida por la parte 
civil, accesoriamente a la acción pública, cuando no obs­
tante el descargo, subsiste un delito o un cuasi delito civil; 
pero, siempre que la condenación en daños y perjuicios



esté fundada en los mismos elementos de hecho que cons­
tituyen el objeto de la prevención y no sea contradictoria 
con el fallo de la acción pública.

Por razones obvias, esta decisión limita el sentido y el 
alcance de la sentencia del 16 de junio de 1947. Actualmen­
te la regla es la misma en materia correccional y de simple 
policía, que en materia criminal. De modo que, en caso 
de descargo del prevenido, los tribunales apoderados en 
materia correccional y de simple policía, sólo tienen, en 
virtud de una creación pretoriana de la jurisprudencia, los 
mismos poderes que siempre han tenido los tribunales apo­
derados en materia criminal, al tenor de la atribución espe­
cial de competencia consagrada en el artículo 273 del Có­
digo de Procedimiento Criminal.

afie $

Es enorme la inflación de la actividad judicial de la 
Suprema Corte de Justicia.

Un pequeño trabajo estadístico demuestra que de las 
397 sentencias que en funciones de Corte de Casación dic­
tamos en 1952, de las cuales 108 corresponden a la materia 
civil y 289 a la materia penal, 56 fueron casadas por diver­
sas violaciones de la ley y 19 por falta de base legal. Se 
rechazaron 279 recursos y 39 se declararon inadmisibles. 
Cuatro sentencias se anularon por violación del derecho de 
defensa y cuatro recursos se declararon perimidos. Por úl­
timo, pronunciamos, de oficio, la caducidad de quince re­
cursos de casación.

Esta ardua labor, que representa casi el triple de la 
realizada en 1947 y más del doble de la correspondiente al 
año 1948, implica, además, un aumento mayor de un 60% 
en el volumen de su trabajo, con relación a la labor del año 
1949, y de un 50%, si se compara con la del 1950, habiendo 
excedido en un 10% la del año 1951, en el cual se decidie­
ron 357 recursos.
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A pesar de esta labor considerable la Suprema Corte 
está administrando una justicia rápida, sin precipitar por 
ello sus decisiones. Este hecho sólo podría negarse cerran­
do los ojos ante la realidad. No hay asuntos atrasados; to­
dos han sido puestos al día, hasta donde es posible ponerlos 
dentro de los trámites procesales propios de la casación.

A este logro han contribuido, con un celo digno de 
encomio, la Procuraduría General de la República, que no 
tenía, al suspenderse las labores con motivo de las vacacio­
nes judiciales de Navidad, ningún asunto pendiente de dic­
tamen, y las Cortes de Apelación y demás Tribunales, que 
despacharon con extraordinaria diligencia los procesos ob­
jeto de un recurso de casación.

Si persistimos en este esfuerzo combinado, acabaremos 
con los recursos dilatorios, estratégicos, que se interponen 
con un propósito inconfesable, o cuando menos para evitar 
la ejecución inmediata de una justa condenación o para 
constreñir a la parte gananciosa, abrumada por las con­
tingencias de un litigio interminable que no tiene solu­
ción de continuidad, a consentir una transacción ruinosa pa­
ra sus intereses, lo que implica, en cierto modo, un atentado 
a la majestad de la justicia y a la fuerza irresistible de sus 
deciciones.

❖
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Sólo me resta declarar, cumpliendo las disposiciones 
expresas de la Ley que instituye el Día del Poder Judicial, 
reanudadas las labores judiciales del nuevo año, y pedirle 
a Dios que nos ilumine en el desempeño de nuestra grave 
misión de administrar justicia.

H . Herrera Billini.

9 de enero de 1953.
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